
U
S

O
 O

F
IC

IA
L

 –
 J

U
R

IS
D

IC
C

IÓ
N

 A
D

M
IN

IS
T

R
A

C
IÓ

N
 D

E
 J

U
S

T
IC

IA
 

 

 

 
 
 

PROVINCIA DE BUENOS AIRES 
 

PODER JUDICIAL 

A-1 

 

 

 

 

 

 

  

                            

 

  

 

 

Expte. n°: JU-2259-2021 I., M. P. Y OTRO/A C/ BANCO DE LA PROVINCIA DE 

BUENOS AIRES  S/ MATERIA A CATEGORIZAR  

------------------------------------------------------------------------------  

 

  En la ciudad de Junín,  a la fecha que resulta de la suscripción de la presente 

(ac. 3975 S.C.B.A.), se reúnen en Acuerdo Ordinario los Señores Jueces de la 

Excma. Cámara de Apelación en lo Civil y Comercial de Junín, Doctores JUAN 

JOSE GUARDIOLA, RICARDO MANUEL CASTRO DURAN y GASTON MARIO 

VOLTA, en causa nº JU-2259-2021 caratulada:  "I., M. P. Y OTRO/A C/ BANCO 

DE LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES  S/ MATERIA A CATEGORIZAR", a fin 

de dictar sentencia, en el siguiente  orden  de  votación, Doctores: Castro 

Durán, Volta y Guardiola.- 

              La Cámara planteó las siguientes cuestiones: 

               1a.- ¿Se ajusta a derecho la sentencia apelada? 

               2a.- ¿Qué  pronunciamiento corresponde dictar? 

 A LA PRIMERA CUESTIÓN, el Señor Juez Dr. Castro Durán dijo: 

 I- En fecha 16/6/2022, el Sr. Juez subrogante a cargo del Juzgado de 

primera instancia nº4, Dr. Juan Atilio Bazzani, dictó sentencia, por la que, 

receptando parcialmente la pretensión de reajuste contractual promovida por E. 

L. M. L. y M. P. I. contra Banco de la Provincia de Buenos Aires, dispuso que, si 

aún ejercida por los actores la prorroga fijada en la cláusula III.2.3 por el total 

del plazo en ella previsto, la cuota sigue evolucionando por encima del 10% de 

haber aplicado al préstamo un ajuste de capital por el Coeficiente de Variación 

Salarial, la demandada deberá absorber el saldo insoluto luego de abonada la 

última cuota posible pactada. Aclaró que esta decisión no obsta a la aplicación 

de un futuro régimen legal más favorable a los accionantes a establecerse 

durante la ejecución del contrato; y que la misma no alcanza a la redistribución 

efectuada en función de “stop debit” realizado por los actores y al congelamiento 

de cuotas dispuesto por los DNU 319/20 y 767/20. Impuso las costas en el 

orden causado y difirió la regulación de honorarios profesionales. 



 

 

 Para adoptar tal decisión, el sentenciante expuso que los actores 

tomaron un préstamo de $ 2.800.000, equivalentes a 131.641 unidades de valor 

adquisitivo, asumiendo una obligación de valor, ya que adeudan unidades de 

valor adquisitivo, que luego se traducen en dinero. 

 Dijo que del dictamen pericial contable se desprende que las primeras 

trece cuotas corresponden al período constitutivo del crédito durante el cual no 

se cobra capital como componente de la cuota, sino solo intereses por los 

desembolsos realizados; habiendo sido la primera cuota comprensiva de capital, 

ajuste e interés, la abonada el 28/2/2019, por un total de $ 28.674,40.  

 Puntualizó que, tomando como parámetro los recibos de sueldo de los 

actores, correspondientes al mes de junio de 2018, que son los más próximos a 

la fecha de pago de la primera cuota completa, totalizan un ingreso familiar de $ 

101.176,74, con lo cual la cuota tenía una incidencia aproximada del 28% sobre 

sus ingresos. 

 Continuó diciendo que los ingresos de los accionantes en enero de 2021 

ascendían a la suma de $ 225.173,46; por lo que, la cuota correspondiente a 

ese mes, representaba el 26,54% sobre esos ingresos. 

 Sostuvo que durante los tres años corridos desde que comenzó el pago 

de las cuotas, luego de finalizado el período constitutivo, la repercusión de la 

cuota en relación con los ingresos se ha mantenido relativamente en los mismos 

parámetros; ya que el incremento del valor de aquellas fue acompañado con el 

aumento de estos. 

  Agregó que, al concretarse la relación contractual el 11/1/2018, la suma 

otorgada de $ 2.800.000 equivalía a la suma de U$S 147.757,25, de acuerdo a 

la cotización del Banco Nación a esa fecha, y al interponerse la demanda el 

9/4/2021, la deuda ascendía a $ 9.375.827,74; por lo que, tomando la cotización 

del dólar oficial de ese día, dicha deuda equivalía a U$S 95.671,71, y si se 

toman las opciones del dólar bolsa o contado con liquidación, según cotización 

del Banco Nación, la deuda equivalía a U$S 64.938,54.  

 Señaló que habiéndose abonado a la fecha de la interposición de la 

demanda, 15 de las 288 cuotas totales del préstamo, los actores adeudan en 

dólares el 65% de la suma que le fuera entregada, si se considera la cotización 

del dólar oficial, y un 44%, si se toman en cuenta las opciones del dólar libre y 

de irrestricto acceso. 
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 Añadió que la vivienda construida tenía a la fecha de su tasación, 

4/10/2021, una cotización de mercado de $ 16.000.000; por lo que, aun 

considerando que los actores ya contaban con el terrero donde la misma se 

asentó y que añadieron recursos propios para la construcción, es un dato que 

marca que si bien se repotenció la deuda asumida, también lo hizo el inmueble 

construido.    

 Concluyó en que no se ha producido, al menos hasta la fecha de la 

interposición de la demanda, un desequilibrio en la prestación a cargo de los 

accionantes, de una envergadura tal que posibilite la requerida readecuación de 

la relación contractual. 

 Siguió expresando que, no obstante ello, como la prestación a cargo de 

los accionantes se debe cumplir hasta el año 2042, y el sistema de actualización 

que tiene el préstamo asumido, que indefectiblemente va acompañado de la 

variación del índice del precio al consumidor, es posible que dicha prestación, 

hoy razonable, el día de mañana deje de serlo. 

 Remarcó que en el mes de mayo del corriente año, el índice de precios al 

consumidor alcanzó el 5,1%, antecedido de un 6% de abril, de un 6,7% de 

marzo, de un 4,7% de febrero, y de un 3,9% de enero; proyectando una 

inflación del 60,67% interanual; escenario económico que resulta totalmente 

disímil al tenido por las partes al momento de contratar, en tanto la inflación 

correspondiente a diciembre de 2017 fue del 3,1% y un interanual del 24,8%, 

con un pronóstico en las sucesivas leyes de presupuesto del gobierno nacional 

del 15,7% para el año 2018 y del 23% para el año 2019; siendo las mismas 

sensiblemente menores al 47,6% de inflación verificado en 2018, al 53,8% 

verificado en el año 2019, y al 36,1% verificado en el año 2020. 

 Manifestó que pese a ser una sociedad acostumbrada a convivir con 

inflación en forma crónica, quedó demostrado que el incremento del índice de 

precios al consumidor, variable tomada para calcular el valor CER como 

componente de las Unidades de Valor Adquisitivo, superó las expectativas que 

una persona con diligencia razonable habría tenido al momento de contratar, 

revistiendo tal incremento el carácter de imprevisto, extraño y sobreviniente.  



 

 

 Prosiguió argumentando que si en el futuro esta variable impacta en el 

incremento de la prestación a cargo de los deudores hipotecarios, podría 

configurarse una situación de excesiva onerosidad, que habilitaría una 

readecuación contractual en los términos del artículo 1091 del Código Civil y 

Comercial. 

 Haciendo hincapié en que un eventual incumplimiento del pago del 

préstamo, pondría en juego el derecho constitucional a la vivienda, dispuso el 

reajuste del contrato a los fines de prevenir que la prestación a cargo de los 

deudores se torne excesivamente onerosa, estableciendo que, si aún ejercida 

por ellos la prorroga fijada en la cláusula III.2.3 por el total del plazo allí previsto, 

la cuota sigue evolucionando por encima del 10% de haber aplicado al préstamo 

un ajuste de capital por el Coeficiente de Variación Salarial, la demandada 

deberá absorber la diferencia, es decir, el eventual saldo insoluto luego abonada 

la última cuota. 

 II- Contra este pronunciamiento, los accionantes interpusieron apelación 

en fecha 24/6/2022, e idéntica impugnación dedujo en fecha 28/6/2022 la Dra. 

Agustina Olivo Aneiros, en representación de la demandada; recursos que, 

concedidos en relación, recibieron fundamentación por medio de los memoriales 

presentados en fecha 8/7/2022 y 11/7/2022, respectivamente. 

 III- En el primero de esos memoriales, los actores expusieron que el 

sentenciante no dio una solución concreta al fondo del asunto, limitándose a 

diferirla por un lapso de 30 años computados desde la celebración del contrato, 

pese a que la prórroga de 6 años para el pago del préstamo, es una opción que 

ellos tienen. 

 Agregaron que el fallo no da respuesta al desborde que implica el salvaje 

incremento que vienen soportando tanto de las cuotas como del saldo a 

cancelar, el cual se acrecienta decenas de miles de pesos a diario, como lo 

demuestra los últimos informes del saldo deudor acompañados. 

 Afirmaron que el fallo recurrido no da certeza, ni establece la forma en el 

que el banco debe absorber el saldo de la deuda restante, una vez culminado el 

plazo pactado de 24 años, para el caso de que ellos no lo prorrogaran por seis 

años más. 

 Continuaron diciendo que la demandada les otorgó un préstamo por la 

suma de $ 2.800.000; importe que, traducido al tipo de cambio del Banco de la 

Nación, significaba en esa fecha, la suma de U$S 147.757,25; pero el saldo aún 
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adeudado, de aproximadamente $ 17.500.000, asciende a aproximadamente a 

U$S 139.000, al tipo de cambio oficial actualizado; lo que implica que, luego de 

cuatro años y medio de pagar una importante cuota mensual, se encuentran en 

la insólita situación de tener una deuda mayor que el valor total del inmueble, 

que según la tasación del 04/10/21, asciende a $ 16.000.000, cuando el terreno 

era suyo y gastaron ingresos propios para la construcción. 

 Manifestaron que la gravedad del asunto es de público conocimiento, y 

tan es así, que la Cámara de Diputados de la Nación celebra, desde hace algo 

más de un mes, un plenario de las comisiones de finanzas, presupuesto y 

hacienda, para tratar la problemática de los tomadores de créditos UVA. 

 Remarcaron que recientemente, con fecha 13/4/2022 un juzgado de la 

Provincia de Mendoza decidió eliminar el índice UVA como indicador de 

actualización de un crédito hipotecario y ordenó aplicar el CVS como índice de 

actualización. 

 Sostuvieron que, tal como surge de la prueba obrante en autos, la cuota 

de pago del préstamo se incrementó en más de un 300% comparada con sus 

haberes. 

 Solicitaron el congelamiento del capital adeudado y la eliminación del 

índice UVA como indicador de actualización del préstamo, reemplazándolo por 

un índice de reajuste en función del Coeficiente de Variación Salarial. 

  Manifestaron que en el año 2017, los salarios le ganaban a la inflación y 

miles de familias se convirtieron en propietarias, mediante un crédito cuya cuota 

mensual era de un monto inferior o equivalente al del alquiler de una vivienda de 

similares características, ya que el espíritu de esta línea de créditos era permitir 

a los tomadores, en un contexto de estabilidad y baja inflación, acceder a 

préstamos cuyas cuotas, aún las iniciales, fueran similares a un alquiler, y por 

ende accesibles en la planificación mensual. 

 Siguieron argumentando que la devaluación, que comenzó en abril de 

2018, cambió el escenario y pulverizó las metas de inflación diagramadas por 

las autoridades del BCRA, llegando la suba de precios en el año 2019 a su nivel 

más alto desde el año 1991. 



 

 

  Añadieron que la realidad que existía en 2017, que era favorable 

para la toma de estos créditos, se descalabró con las grandes devaluaciones de 

abril de 2018 y de agosto, octubre y diciembre de 2019; porque si bien era un 

dato cierto que los créditos UVA actualizarían su monto en base al CER, el cual 

tiene en cuenta el índice de precios al consumidor, no puede perderse de vista 

que la ley de presupuesto nacional, durante todos los años en los que ha estado 

en vigencia la línea de créditos UVA, previó un índice inflacionario mucho menor 

al realmente producido. 

  IV- En el memorial de fecha 11/7/2022, la Dra. Olivo Aneiros 

cuestionó la sentencia en revisión, tildándola de autocontradictoria y arbitraria. 

Expuso que el sentenciante, pese a no encontrar configurados los elementos 

necesarios para la aplicación de la teoría de la imprevisión, hizo lugar 

parcialmente a la acción de reajuste contractual, incurriendo en una 

autocontradicción entre lo expresado en los considerandos y lo resuelto en la 

parte dispositiva. 

  Agregó que la sentencia debe entenderse como una unidad lógico-

jurídica, en la que la parte dispositiva sea la conclusión necesaria de las 

premisas fácticas y normativas incluidas en sus fundamentos; extremo que no 

se verifica en el pronunciamiento apelado; por lo que éste no es el resultado de 

una derivación razonada del derecho. 

 Continuó diciendo que al dictar la sentencia, el juez de origen no encontró 

un gravamen actual que afecte a los accionantes, porque no hay desproporción 

en las prestaciones; motivo por el cual, debió rechazar la pretensión, con 

costas. 

 Finalmente, afirmó que resulta incongruente determinar la inexistencia de 

los requisitos de la imprevisión, y al mismo tiempo, fijar las pautas para efectuar 

una readecuación de los términos contractuales, para el eventual supuesto de 

que en un futuro se configure una situación de excesiva onerosidad. 

 V- Corrido traslado de los memoriales reseñados precedentemente, el Dr. 

Basso, en calidad de gestor procesal de los accionantes, lo contestó en fecha 

27/7/2022, solicitando la desestimación de la apelación de la demandada; en 

tanto que la apoderada de ésta lo contestó en fecha 4/8/2022, solicitando que 

se declare desierta aquella apelación; luego de lo cual, la causa fue remitida a 

esta Cámara, donde, previo dictamen de la Fiscalía de Cámaras, se dictó el 
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llamamiento de autos para sentencia, cuya firmeza deja a la presente causa en 

condiciones de resolver. 

 VI-1. En tal labor, comienzo por señalar que el memorial presentado por 

los accionantes no adolece de la insuficiencia técnica que le achaca la 

apoderada de la demandada; razón por la cual, independientemente de la 

suerte que en definitiva corra la apelación por aquellos deducida, corresponde el 

rechazo de la declaración de deserción peticionada por esta última (arts. 260 y 

261 CPCC). 

 Seguidamente, cabe mencionar que los actores tomaron un préstamo por 

la suma de $ 2.800.000, equivalentes a 131.641 unidades de valor adquisitivo 

(UVA), según el valor de éstas en el momento de la entrega del dinero; 

comprometiéndose a devolver ese capital, en el equivalente en pesos a tal 

cantidad de unidades, según su valor al momento del vencimiento de cada una 

de las 288 cuotas mensuales en las que se difirió el reembolso. 

 En función de este mecanismo, los saldos adeudados se expresan en 

cantidades de UVA, las que se actualizan mediante la aplicación del CER (ver 

cláusulas I.1 y III.1 y III.2.1 del contrato de préstamo hipotecario; art. 27 DNU 

905/2002, Comunicación BCRA 5945/2016 y Comunicación BCRA 6069/2016). 

 No quedan dudas, entonces, de que los accionantes asumieron una 

obligación de valor, cuyo monto dinerario se determina al momento del 

vencimiento del plazo para el pago de cada una de las cuotas mensuales de 

reembolso del capital prestado, salvo el caso de mora (art. 772 CCyC). 

 En claro este punto, vale señalar que la readecuación del préstamo 

bancario pretendida por los actores, debe ser analizada a la luz de la teoría de 

la imprevisión; en virtud de la cual, se habilita a los jueces a readecuar contratos 

conmutativos de ejecución diferida, cuando la prestación a cargo de una de las 

partes se tornare excesivamente onerosa, por la alteración extraordinaria de las 

circunstancias existentes al tiempo de su celebración, sobrevenida por causas 

ajenas a las partes y al riesgo asumido por la perjudicada (art. 1091 CCyC). 

 Partiendo de esta plataforma normativa, cabe mencionar que la inflación, 

por sí misma, no puede ser considerada imprevisible, porque en la Argentina es 



 

 

un flagelo crónico, y desde hace más de una década, no es inferior a dos 

dígitos; razón por la cual, su presencia era previsible para una persona con un 

nivel de información razonable al momento de la contratación. 

 A la luz de esta pauta, los índices de inflación anual de los años 2018, 

2019, 2020 y 2021, de 48,6%, 53,8%, 36,2% y 50,9% respectivamente, 

difícilmente  puedan ser considerados imprevisibles ni  extraordinarios, si se los 

enmarca en el contexto inflacionario de la época previa a la concreción del 

préstamo, dado que el índice de inflación anual del año 2017 fue del 24,8%, y el 

del año 2016, del 40,1% (IPC CABA -2016- INDEC 1017 a 2021) 

 Cierto es que en las sucesivas leyes de presupuesto nacional dictadas 

desde el año 2017 hasta el año 2020, se proyectó una inflación mucho menor a 

la realmente verificada (en el año 2017, se proyectó una inflación del 17%, en el 

año 2018, del 15,7%, en el 2019, del 23%; y en el 2020, del 20%); pero también 

lo es que en los últimos catorce años, las previsiones de inflación contempladas 

en la ley del presupuesto han presentado una notable subestimación respecto al 

valor observado en la realidad (conf. Eduardo Luis Fracchia, "Inflación 

proyectada en la ley de presupuesto vs. inflación real", 

https://www.austral.edu.ar›contenido› 2018/07). 

 Además, las anteriores previsiones presupuestarias en materia de 

inflación, más allá de su comprobada falibilidad, tampoco pueden ser referencia 

para el análisis de un contrato cuya duración es de veinticuatro años. 

 Por otra parte, no puede perderse de vista que este contexto inflacionario 

es la explicación del sistema de préstamos UVA; el cual no ha sido creado para 

épocas de estabilidad monetaria, sino que, al ser reajustables según el CER, 

prevén específicamente la existencia de inflación; razón por la cual, es 

previsible que el valor nominal de la cuota y del saldo adeudado, se 

incrementen periódicamente, fenómeno que descarta la existencia de 

circunstancias extraordinarias que habiliten a la readecuación del contrato. 

 Sin perjuicio de ello, lo que sí configuraría una circunstancia 

extraordinaria e imprevisible, es que los salarios de los accionantes, ambos 

empleados públicos, hubieran quedado desfasados por no haber sido 

incrementados o por haberlo sido en una proporción inferior al índice de la 

inflación. 

 Esta circunstancia que resultaría imprevisible se conecta 

inescindiblemente con el segundo requisito de la imprevisión,  que es la 
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excesiva onerosidad sobreviniente de la prestación a cargo de una de las 

partes. 

 Esta excesiva onerosidad se configura ante una alteración grave de las 

contraprestaciones, que deriva en un perjuicio de gran magnitud para una de las 

partes (conf. Guillermo A. Borda, "Tratado de Derecho Civil. Obligaciones", 

Tomo I, pág. 139/140).    

 En este caso, se erige en un valladar insalvable para la procedencia de la 

pretensión de readecuación contractual, el incumplimiento por parte de los 

accionantes de la carga que sobre ellos pesaba, de acreditar la existencia de los 

requisitos exigidos para la configuración de la imprevisión (art. 375 CPCC). 

 Así lo entiendo, puesto que, tal como surge del contrato de préstamo 

bancario celebrado entre las partes, el reembolso del capital comenzaba a partir 

del primer mes subsiguiente al del vencimiento del periodo constructivo, cuya 

duración máxima era de doce meses contados desde la celebración del 

contrato; periodo durante el cual, el banco sólo cobró mensualmente servicios 

de interés por las sumas efectivamente entregadas (ver cláusula I.1). 

  Coincidentemente, la perito contadora Valeria Beatriz Mascetti, expuso 

que "...la cantidad de cuotas pagas del préstamo hipotecario UVA n° 355-

5765641 fueron 15, porque las primeras 13 corresponden al periodo 

constitutivo, donde no se le cobraba cuota de capital, sino sólo interés por los 

desembolsos realizados..." (ver dictamen de fecha 24/10/2021, respuesta al 

punto a], el entrecomillado encierra copia textual). 

 También surge de ese dictamen, que la primera cuota comprensiva del 

capital, ajuste e interés, fue la pagada el 28/2/2019, por un total de $ 28.674,40; 

por lo que, comparándola con los ingresos de ambos accionantes 

correspondientes al mes de junio de 2018, que son los más próximos 

temporalmente al pago de la cuota de febrero de 2019 y que sumaban un 

importe de $ 101.176,74; cabe concluir que, aún con esa disparidad temporal, 

dicha cuota importaba aproximadamente el 28% de tales ingresos. 

 Paralelamente, los ingresos de los accionantes en enero de 2021, que 

son los más próximos a la interposición de la demanda, totalizaban un importe 



 

 

global de $ 225.173,46; respecto del cual, la cuota nº 41 correspondiente a ese 

período, que ascendía a $ 59.768,09 (ver informe de fecha 5/7/2021), 

representaba el 26,54% sobre esos ingresos. 

 Es decir, que durante ese lapso, el porcentaje de afectación de los 

ingresos para el pago de la cuota de reembolso del préstamo, se mantuvo 

estable. 

 En consecuencia, no habiéndose demostrado la alteración extraordinaria 

de las circunstancias producida durante el periodo comprendido entre la 

celebración del contrato y la interposición de la demanda, ni mucho menos que 

la prestación a cargo de los accionantes se hubiera tornado excesivamente 

onerosa; cabe concluir en que corresponde el rechazo de la pretensión objeto 

del presente proceso; por lo que la desestimación de la apelación de aquellos, 

se impone (art. 1091 CCyC). 

 VI-2. En cambio, la apelación de la demandada va a tener éxito. 

 Así lo entiendo, valorando que la sentenciante concluyó en que hasta la 

fecha de la interposición de la demanda, no se produjo un desequilibrio en la 

prestación a cargo de los accionantes, que torne viable la pretendida 

readecuación contractual; conclusión con la que he coincidido en el tratamiento 

de la apelación de los accionantes. 

 En consecuencia, éstos no se encuentran en condiciones de acceder a la 

requerida revisión contractual; motivo por el cual, no es posible, previendo un 

futuro e hipotético escenario, ordenar una readecuación negocial, mediante una 

medida que no fue requerida en la demanda, y a la cual, por tal motivo, no pudo 

resistirse la accionada. 

  Por otra parte, cabe dejar sentado que la presente sentencia producirá 

efectos respecto del marco temporal de amortización del préstamo transcurrido 

entre la celebración del contrato y la interposición de la demanda; pero en modo 

alguno impide que en el futuro los actores puedan promover una nueva 

pretensión de readecuación contractual, en caso de que se presenten los 

recaudos exigidos a tal efecto, en el artículo 1091 del Código Civil y Comercial. 

 Este replanteo es viable, porque en el prolongado plazo de amortización 

del préstamo, es posible que el contexto económico aquí analizado se modifique 

sustancialmente, permitiendo de tal modo la adopción de una solución distinta. 

 Por ello, tal como lo anticipé, corresponde receptar la apelación de la 

parte demandada, y consiguientemente, revocar la sentencia recurrida, 
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rechazando la pretensión deducida por E. L. M. L. y M. P. I. contra Banco de la 

Provincia de Buenos Aires. 

 VII- En cuanto a las costas, corresponde imponerlas en el orden causado, 

en ambas instancias, dado que el indudable aumento de la cuota de reembolso 

del préstamo, producto de la notoria inflación, pudo razonablemente persuadir a 

los accionantes de la legitimidad de su pretensión (art. 68 CPCC). 

 VIII- Por todo lo expuesto, propongo al Acuerdo: 

 I)- Hacer lugar al recurso de apelación deducido por la parte demandada, 

y consiguientemente, revocar la sentencia apelada, rechazando la pretensión 

deducida por E. L. M. L. y M. P. I. contra Banco de la Provincia de Buenos Aires 

(art. 1091 CCyC). 

 II)- Desestimar el recurso de apelación deducido por la parte actora (art. 

1091 CCyC). 

 III)- Las costas de ambas instancias se imponen en el orden causado, 

atento a que la parte actora pudo razonablemente con derecho al reclamo a la 

postre rechazado (art. 68 CPCC). 

 ASI LO VOTO. 

 Los Señores Jueces Dres. Volta y Guardiola, aduciendo análogas 

razones dieron sus votos en igual sentido.- 

 A LA SEGUNDA CUESTION, el Señor Juez Dr. Castro Durán dijo: 

Atento el resultado arribado al tratar la cuestión anterior, preceptos legales 

citados y en cuanto ha sido materia de recurso -artículos 168 de la Constitución 

Provincial y 272 del CPCC-, Corresponde: 

 I)- Hacer lugar al recurso de apelación deducido por la parte demandada, 

y consiguientemente, revocar la sentencia apelada, rechazando la pretensión 

deducida por E. L. M. L. y M. P. I. contra Banco de la Provincia de Buenos Aires 

(art. 1091 CCyC). 

 II)- Desestimar el recurso de apelación deducido por la parte actora (art. 

1091 CCyC). 



 

 

 III)- Las costas de ambas instancias se imponen en el orden causado (art. 

68 CPCC); difiriéndose la regulación de honorarios de Alzada, para la 

oportunidad en que estén determinados los de primera instancia (art. 31 L.H.). 

 ASI LO VOTO. 

 Los Señores Jueces Dres. Volta y Guardiola, aduciendo análogas 

razones dieron sus votos en igual sentido.- 

 Con lo que se dio por finalizado el presente acuerdo, dictándose la 

siguiente SENTENCIA:  

 Por los fundamentos consignados en el acuerdo que antecede, preceptos 

legales citados y en cuanto ha sido materia de recurso -artículos 168 de la 

Constitución Provincial y arts. 266, 267 del CPCC, se resuelve: 

 I)- Hacer lugar al recurso de apelación deducido por la parte demandada, 

y consiguientemente, revocar la sentencia apelada, rechazando la pretensión 

deducida por E. L. M. L. y M. P. I. contra Banco de la Provincia de Buenos Aires 

(art. 1091 CCyC). 

 II)- Desestimar el recurso de apelación deducido por la parte actora (art. 

1091 CCyC). 

 III)- Las costas de ambas instancias se imponen en el orden causado (art. 

68 CPCC); difiriéndose la regulación de honorarios de Alzada, para la 

oportunidad en que estén determinados los de primera instancia (art. 31 L.H.). 

  Regístrese, notifíquese automáticamente, conforme lo dispuesto por el 

art. 10 del Ac. 4013 SCBA.  y oportunamente remítanse al juzgado de origen.-     
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